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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 1220/2019-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********
AUTORIDAD DEMANDADA:

POLICÍA VIAL DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, SAN LUIS POTOSÍ. 

MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.           

San Luis Potosí, S.L.P., veintitrés de octubre de dos mil veinte.        

V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 1220/2019-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del diecinueve de noviembre de dos mil diecinueve, se tuvo a ********** demandando por su propio derecho, el acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisan:

Autoridad demandada:

-Supuesto Policía Vial de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí de nombre, **********
Tercer interesado: Súper Servicio Zárate S.A de C.V.

Acto que se impugna.- **********
II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las nueve horas del siete de febrero del presente año, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, así como al de contestación desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no fueron formulados por ninguna de las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos de tránsito. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como acto impugnado el siguiente: “La boleta de infracción número folio 11673 de fecha 02 de noviembre de 2019.” 

En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a ********** de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91 del citado código, se trata de documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales, por lo que entonces, es evidente la existencia del acto reclamado.

TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda ********** demandando por su propio derecho la nulidad del acto y en contra de la autoridad ya señalada. 

Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado, se indica como destinatario al Conductor ********** es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.


Tocante a la legitimación de la autoridad demandada la misma, se encuentra acreditada en este juicio conforme a lo señalado en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que aportó para tales efectos, el nombramiento que la acredita como tal según constancia que obra en autos a ********** del expediente en que se actúa.  

CUARTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a fojas de la 05 a la 08 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis de jurisprudencia bajo el rubro: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS” 

QUINTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Ésta Sala Unitaria advierte que en el presente caso, no existe causal por la que se tenga que hacer pronunciamiento alguno. 


SEXTO.-  El Primer Concepto de Impugnación que hace valer el actor es infundado de acuerdo a las siguientes consideraciones legales:

 
A foja 05, dice el actor que en la emisión de la boleta de infracción, la autoridad incumple con las obligaciones constitucionales de fundar y motivar el acto de autoridad impugnado, que es ilegal por inconstitucional, ya que dice viola los principios rectores para su correcta aplicación. 

 
Es infundado el concepto de estudio, ya que al remitirnos al acto que se impugna, el cual se encuentra agregado en autos a foja 10 de este expediente, se advierte de su texto lo siguiente:

CONFORME A LAS FACULTADES CONFERIDAS EN LOS ARTÍCULOS 21 PÁRRAFO IX, (NOVENO) DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 1, 2, 3 Y 4 DE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA, 1, 2 Y 4 DE LA LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; 1, 2, 4, 13  15 FRACCIÓN VI Y 16 DE LA LEY DE TRANSITO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, 1, 2 Y 4 DEL  REGLAMENTO DE TRÁNSITO VIGENTEDEL MUNICIPIO DE SOLEDAD DE SÁNCHEZ, LLEVANDO CABALMENTE EL PROCEDIMIENTO  ESTABLECIDO EN LOS ARTÍCULOS 82, 84, 89 Y 91  DE LA LEY DE TRANSITO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, 170, 171, 172 Y 173 DEL REGLAMENTO DE TRÁNSITO DEL MUNICIPIO DE SOLEDAD DE SÁNCHEZ, S.L.P.…”   

De lo anterior se aprecia la fundamentación en que se basó la demandada para la emisión del acto que se impugna, 

Por otra parte, las razones que motivaron el levantamiento de la Boleta de Infracción, consistieron en **********lo que originó el levantamiento de la Boleta de Infracción y que obligó a la demandada a la retención del citado vehículo, ordenando fuera depositado a la Pensión Zárate, tal y como así se hace constar del acto impugnado. 

Conforme al análisis que se realiza, se advierte que el acto que se impugna se encuentra fundado y motivado, y que por tanto el concepto de impugnación esgrimido por el actor no se encuentra encaminado a combatir tales fundamentos y motivos, por lo que en términos del segundo párrafo del artículo 248 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, subsiste su presunción de legalidad.

En un Segundo Concepto de Impugnación, el demandante hace valer agravios consistentes en que el Policía Vial quien sin identificarse y especificar a qué corporación pertenece, emitió la boleta de infracción; que faltó a la obligación de fundar y motivar el acto que se impugna; que su actuación no se adecuó al procedimiento y formalidades establecidas en la ley, ya que según a su decir, omitió cumplir con los lineamientos establecidos en el artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí. 

Tal concepto de impugnación resulta infundado, toda vez que del acto en mención se desprende lo que para mayor ilustración se transcribe:

DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL

DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, S.L.P.

DIRECCIÓN DE TRÁNSITO Y POLICIA VIAL MUNICIPAL.

BOLETA DE INFRACCIÓN

Más adelante se aprecia un recuadro que en su contenido se desprende lo siguiente:

	DATOS DEL POLICIA

	NOMBRE:

**********

	N° DE GAFETE 

**********
	CARGO

POLICIA VIAL
	VIGENCIA

01-Julio-2019 al 31-Diciembre-2019 

	GAFETE EXPEDIDO POR:

Director General de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez y por el Oficial Mayor del H. Ayuntamiento de SGS.


De lo anterior se advierte que contrario a lo afirmado por el Actor, la autoridad demandada se identificó con el conductor del vehículo en el lugar, fecha y hora de ocurridos los hechos, y circunstanció a qué corporación pertenece, esto es, la Dirección de Tránsito y Policía Vial Municipal, dependiente de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., hechos asentados en el documento que se combate, los cuales hacen prueba plena en términos de lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

En cuanto a que la autoridad demandada faltó a la obligación de fundar y motivar el acto que se impugna, se reitera la inoperancia de sus argumentos, toda vez que los mismos no se encuentran encaminados a controvertir los motivos y fundamentos contenidos en la resolución impugnada. 

Por último, en lo que refiere de que la actuación de la demandada no se adecuó al procedimiento y formalidades establecidas en la ley, ya que según a su decir, omitió cumplir con los lineamientos establecidos en el artículo 91 de la Ley de Tránsito del San Luis Potosí Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria considera declarar este agravio como inoperante, ya que es muy general en su apreciaciones pues no señala ni concretiza algún razonamiento capaz de ser analizado, pues su argumento no se encuentra dirigido a descalificar y evidenciar todos y cada una de los requisitos que dice no se cumplieron, así como tampoco expuso el supuesto perjuicio que en su caso se le haya generado por el supuesto incumplimiento de dichos , lineamientos, sin pasar por alto que tampoco combate eficazmente la legalidad de las consideraciones en que se sustentó el acto impugnado, por tanto, sus manifestaciones no pueden ser analizadas por esta resolutora, motivos por los cuáles este agravio se califica de inoperante, puesto que se está ante un argumento no seguro, ni encaminado a destruir la legalidad de que está investido el acto impugnado. Sirve de apoyo a lo anterior el siguiente criterio de jurisprudencia que dice: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. SON INOPERANTES CUANDO LOS ARGUMENTOS EXPUESTOS POR EL QUEJOSO O EL RECURRENTE  SON AMBIGUOS Y SUPERFICIALES.

Los actos de autoridad y las sentencias están investidos de una presunción de validez que debe ser destruida. Por tanto, cuando lo expuesto por la parte quejosa o el recurrente es ambiguo y superficial, en tanto que no señala ni concreta algún razonamiento capaz de ser analizado, tal pretensión de invalidez es inatendible, en cuanto no logra construir y proponer la causa de pedir, en la medida que elude referirse al fundamento, razones decisorias o argumentos y al porqué de su reclamación. Así, tal deficiencia revela una falta de pertinencia entre lo pretendido y las razones aportadas que, por ende, no son idóneas ni justificadas para colegir y concluir lo pedido. Por consiguiente, los argumentos o causa de pedir que se expresen en los conceptos de violación de la demanda de amparo o en los agravios de la revisión deben, invariablemente, estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de las consideraciones en que se sustenta el acto reclamado, porque de no ser así, las manifestaciones que se viertan no podrán ser analizadas por el órgano colegiado y deberán calificarse de inoperantes, ya que se está ante argumentos non sequitur para obtener una declaratoria de invalidez.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

En su Tercer Concepto de Impugnación, dice el demandante que el acto que se impugna, tiene de manifiesto una indebida fundamentación y motivación porque la boleta de infracción a la letra dice: “Falta de precaución en vía principal y manejar en estado de ebriedad” lo cual niega lisa y llanamente, pues en la infracción impugnada no existe prueba de ello.

Primeramente debe decirse al actor que, las conductas en que incurrió la conductora del vehículo con el que se cometieron las infracciones contenidas en el acto que se impugna, atribuidas precisamente a dicha actora, pues con ese carácter fue que se le encontró manejando con falta de precaución en vía principal y manejar en estado, de ebriedad, entonces, es dicha conductora a quien le corresponde la carga de desvirtuar las conductas infractoras que se le atribuyen, y por tanto la posibilidad de negar lisa y llanamente haber incurrido en ellas, extremo que no alcanza para que sea el propietario del vehículo, pues no puede negar conductas que no le son propias, máxime cuando como lo reconoce expresamente en su escrito de demanda “desconociendo yo los hechos que originaron tal arbitrariedad”.  (Foja 3)

Tales argumentos resultan ineficaces para combatir el acto impugnado, toda vez que contrario a lo que señala, los hechos que le dieron origen se encuentran circunstanciados en dicho documento, y por tanto el actor contaba con la oportunidad de combatirlos. 

No obstante lo anterior, resulta pertinente mencionar que el acto que se combate goza de la presunción de legalidad que establece el segundo párrafo del artículo 248, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, debe considerarse que los actos sobre los cuales el actor externa una negativa lisa y llana, son cuestiones cuya existencia quedó asentada en la boleta de infracción que el mismo actor anexó a su escrito de demanda y misma que contiene además la referencia del certificado médico que se le realizó al infractor.

Por lo anterior, debe considerarse que existe una diferencia sustancial entre una negativa que se hace valer por el desconocimiento total de la naturaleza o los motivos y fundamentos del acto que le irroga perjuicio y aquella, que en realidad pretende desvirtuar como lo es un aspecto que forma parte de un acto-que aunque también le irroga un perjuicio- sí le es conocido.
En este último supuesto, su negativa implica una afirmación respecto a que no existe prueba de las conductas asentadas en la boleta, esto es, la falta de precaución en vía principal y manejar en estado de ebriedad, por lo que la materia de la controversia deriva entonces, en una cuestión de fondo y no una ausencia de elementos probatorios que la autoridad pueda tener en su posesión y que por ello, deba ser constreñida a exhibir. 

Contrario a lo afirmado por el actor, de la lectura que se haga a la boleta impugnada, se desprende que la autoridad motiva la conducta y las observaciones relativas a la conducta que se atribuyen a la infractora, entre otras, que se le detectó con aliento alcohólico; que se trasladó a certificar, arrojando 0.52% BAC en certificado médico, y certificó y la existencia de un certificado médico en el que se detectó sin que en ningún momento éstos hechos se combatan de manera eficaz, resultando insuficiente la negativa por parte del actor en su carácter de propietario del vehículo. 

Robustece lo anterior, el hecho de que las circunstancias contenidas en el acto impugnado, fueron plenamente conocidas por la infractora ********** tal y como se hace constar en la parte inferior de la Boleta de Infracción, en donde se advierte que estampó su firma (F. 10), por lo que la la falta de inconformidad produce el efecto de tener al infractor por conforme con los hechos asentados en las boletas de infracción y, en tal virtud, la negativa que formule posteriormente carece de efectos jurídicos.

Ahora bien, del aludido artículo 85 de la ley en comento, también se desprende que los propietarios de los vehículos serán responsables por la comisión de las infracciones por tanto, acreedores a las sanciones, entonces al ser el actor propietario del vehículo con el que se cometieron las conductas infractoras, lo hace responsable solidario del pago derivado de tales infracciones, pues ello posibilita que sea requerido directamente del pago total, máxime, cuando su nombre aparece en la boleta de infracción impugnada.

En conclusión, si bien el hoy actor con el carácter de propietario de dicho vehículo, no es responsable de las conductas infractoras en que incurrió la entonces conductora, no menos cierto lo es que con ese carácter, debe responder por las consecuencias pecuniarias, esto es, por el pago de la multa derivada de las conductas infractoras que se cometieron con el vehículo de su propiedad.

En su Cuarto Concepto de Impugnación, el demandante dice que no se le notificó el acto que se impugna y que no se agotó el procedimiento para tal caso, que es improcedente dicho acto por según a su decir se le deja en estado de indefensión.

Es infundado dicho concepto, puesto que el agravio que refiere en el sentido de que se le deja en estado de indefensión, toda vez que con la entrega de la boleta de infracción al conductor, quedó debidamente notificada la parte demandante, en su carácter de propietario del vehículo, ya que no se trata de la entrega a cualquier tercero, sino a una persona vinculada con el actor, dado el reconocimiento de parentesco que expresa en su demanda, al reconocer que quien conducía el vehículo es su hijo. (foja 3), lo que crea la certeza de que le hizo saber de la existencia de ese acto, que es el que impugna oportunamente en la presente instancia. 

El artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, que sirve de sustento al acto impugnado, prevé que la entrega de la boleta de infracción al conductor implica su notificación, sin que se prevé ninguna disposición en contrario, por lo que el argumento del actor de que no le fue notificado dicho acto, no es un agravio que le cause perjuicio alguno, puesto que el ordenamiento no prevé como lo pretende que también deba habérsele notificarse en su carácter de propietario del vehículo. 

Además y suponiendo sin conceder que la demandada no le haya notificado la Boleta de infracción al hoy actor en su carácter de propietario, no menos cierto lo es que dicha notificación quedó subsanada, desde el momento mismo en que el actor en su escrito de demanda, manifestó de manera expresa que tuvo conocimiento del acto impugnado el día ********** del expediente en que se actúa, lo que le dio oportunidad de combatir la citada Boleta dentro del plazo señalado en la ley de la materia.

En consecuencia de todo lo anteriormente analizado, en virtud de que no le asistió la razón al hoy actor para que proceda la nulidad del acto reclamado, al haberse declarado su concepto de impugnación infundados, inoperantes e insuficientes de acuerdo a las consideraciones ya señaladas, con fundamento en lo establecido por los artículos 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia de conformidad con los razonamientos y fundamentos expresados en el considerando primero de esta resolución.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD Y VALIDEZ del acto materia de este juicio de nulidad, conforme a lo señalado en el Considerando SEXTO de ésta resolución.

TERCERO.- Notifíquese personalmente al actor, debiendo hacerlo a las autoridades demandadas por medio de oficio con copia certificada de la presente resolución.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.-CONSTE.
"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

� Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, tomo VI, común, Jurisprudencia TCC del Apéndice 2000, Novena Epoca.


� Novena Época, No. Registro: 173593, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXV, Enero de 2007, Materia(s): Común, Tesis: I.4o.A. J/48, Página:  2121.





